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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL. ANORMAL FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

SENTENCIA




En la Villa de Madrid, a dieciocho de Noviembre de dos mil cinco.




Visto por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, Sección Sexta, el recurso de casación número  2778/2001, que ante la misma pende de resolución, interpuesto por el procurador D. Adolfo Morales  Herández-Sanjuan -en sustitución del procurador D. Eduardo Morales Price desde 5 de julio de  2005-, en nombre y representación de D. Lázaro, contra la sentencia que dictó la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, Sección Tercera, de fecha 6 de febrero de 2001 -recaída en los autos 837/1999-, que desestimó el recurso contencioso- administrativo deducido por el recurrente por responsabilidad patrimonial del Estado por anormal  funcionamiento de la Administración de Justicia.




  Ha comparecido en calidad de parte recurrida en este recurso de casación el Abogado del Estado,  en la representación legal que le es propia



ANTECEDENTES DE HECHO




PRIMERO.- La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional dictó sentencia el 6 de febrero de 2001 cuyo fallo dice: "PRIMERO.- Que debemos  desestimar y desestimamos el presente recurso contencioso administrativo nº 837/1999,  interpuesto por el procurador D. Eduardo Morales Price en representación de Lázaro, contra la desestimación presunta por el Ministerio de Justicia de la reclamación de  responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración de Justicia,  presentada el día 7 de enero de 1998, acto que se confirma por ajustarse al Ordenamiento jurídico.  SEGUNDO.- No hacemos una expresa condena en costas".




 SEGUNDO.- Por la representación procesal de D. Eduardo Morales Price se interpone recurso de  casación, mediante escrito de 8 de mayo de 2001, que fundamenta en seis motivos, que se  sintetizan:




 Primero.- Al amparo del artículo 88.1.c) de la Ley Jurisdiccional, denuncia quebrantamiento de las  formas esenciales del juicio por infracción de los artículos 24, párrafos 1 y 2, de la Constitución Española, en relación con el artículo 120.3 de la misma y artículo 209, reglas 2ª, 3ª y 4ª, de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, además la doctrina aplicable que se cita.




 Segundo.- Al amparo del artículo 88.1.c) de la Ley Jurisdiccional, denuncia quebrantamiento de las  formas esenciales del juicio por infracción de los números 1 y 2 del artículo 218 de la supletoria Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, y la jurisprudencia que se cita en el desarrollo del motivo, incidiendo  en el vicio de incongruencia, y vulnerando el artículo 24.1 de la Constitución.




 Tercero.- Al amparo del artículo 88.1.d) de la Ley Jurisdiccional, basa este motivo en la infracción  del artículo 293.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por aplicación indebida, en relación con los  artículos 106 y supuesto segundo del artículo 121 de la Constitución Española.




 Cuarto.-  Al amparo del artículo 88.1.d) de la Ley Jurisdiccional, este motivo se fundamenta en la  infracción del artículo 292, en relación con el número 2 del artículo 293 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por inaplicación, y los artículos 106 y 121.2 de la Constitución Española, al tiempo  que se conculca el artículo 24.2 de la máxima Norma.




 Quinto.- Al amparo del artículo 88.1.d) de la Ley Jurisdiccional, denuncia la infracción del artículo 121.2 de la Constitución Española, en relación con el artículo 292, apartados 1 y 2, y 293.2, de la Ley Orgánica del Poder Judicial; y 24.2 de la Constitución Española, así como el artículo 6.1 del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos.




 Sexto.- Al amparo del artículo 88.1.d) de la Ley Jurisdiccional, denuncia la infracción de la  jurisprudencia aplicable al caso, incluida la interpretación que el Tribunal Europeo de Derechos  Humanos realiza del artículo 6.1 del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos.




 Y termina suplicando a la Sala que dicte sentencia por la que se declare haber lugar al recurso,  case y anule la resolución recurrida, y en su lugar resuelva:




"a) Con carácter principal, se declare la nulidad radical de la sentencia recurrida por cualesquiera de  las infracciones comprendidas en el apartado c) del número 1 del artículo 88 de la Ley Jurisdiccional; objeto de los motivos primero y segundo de casación.




b) En aplicación de lo prevenido en el apartado c), en relación con el d), ambos del número 2 del artículo 95 de la Ley Jurisdiccional, entre a conocer del fondo del asunto, dictando otra sentencia  más ajustada a Derecho, y conforme al suplico de nuestro recurso contencioso-administrativo.




c) Con carácter subsidiario de lo anterior, para que, casando y anulando la sentencia recurrida, por  todas o alguna de las infracciones denunciadas en los motivo tercero y cuarto, se declare haber  lugar a reponer las actuaciones al momento de dictar sentencia, para que por la Sala de lo  Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional se analice y valore la prueba practicada y se  pronuncie respecto a la pretensión deducida en base al funcionamiento anormal de la  Administración de Justicia."




 TERCERO.- Admitido el recurso de casación y conferido traslado para formular la oposición al  mismo, en escrito de 9 de octubre de 2002 el Abogado del Estado evacua dicho trámite, en el que  tras alegar cuanto estima procedente suplica a la Sala que dicte sentencia por la que se desestime  el recurso de casación interpuesto de contrario y se confirme la sentencia recurrida.




 CUARTO.- En fecha 30 de julio de 2003 la representación procesal del D. Lázaro aporta la resolución dictada por el Ministerio de Justicia de 17 de junio de 2003, por la que  se concede al aquí recurrente una indemnización de 3.005 euros, al estimar parcialmente,  siguiendo el criterio del Consejo de Estado, la reclamación de indemnización por responsabilidad  patrimonial formulada por aquél.




 En su escrito el Sr. Lázaro solicita reducir el ámbito litigioso del presente recurso a la  cantidad que deba fijarse como indemnización, por haberse reconocida en dicha resolución del  Ministerio de Justicia el resto de las pretensiones del recurrentes, por lo que suplica a la Sala que  dicte sentencia en su día por la que se otorgue a esta parte la indemnización pedida en su día, con  la pertinente actualización.




 QUINTO.- Por escrito de 1 de octubre de 2003, el Abogado del Estado formula sus alegaciones al  escrito anterior, considerando que la resolución administrativa satisface de forma bastante todos los  daños y perjuicios irrogados por consecuencia del hecho generador de la responsabilidad y que no  procede resarcimiento alguno por encima de dicha cantidad, por lo que esta parte reitera su suplico  a la Sala de que desestime en su totalidad las pretensiones del recurrente.




 SEXTO.- Conclusas las actuaciones, se fijó para votación y fallo de este recurso el día 3 de  noviembre de 2005, fecha en que tuvo lugar, habiéndose observado en su tramitación las reglas  establecidas por la ley.




Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Enrique Lecumberri Martí, 



FUNDAMENTOS DE DERECHO




PRIMERO.- El primer motivo de casación que se invoca por la representación procesal del  recurrente contra la sentencia impugnada, se fundamenta en el artículo 88.1.c) de la Ley Jurisdiccional, y en él se denuncia el quebrantamiento de las formas esenciales del juicio e  infracción  de las normas reguladoras de la sentencia por vulneración de los párrafos 1 y 2 del  artículo 24 de la Constitución, en relación con el 120.3 de la misma y 209, reglas 2, 3 y 4, de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, pues con el soporte jurídico de la sentencia dictada por esta Sala del Tribunal Supremo de fecha veintiséis de marzo de mil novecientos noventa y seis -recurso de casación 950/1993-, sostiene que en el antecedente de hecho cuarto de la sentencia la Sala de  instancia señala que "contestada la demanda y no habiéndose solicitado el recibimiento a prueba y  una vez cumplido el trámite de conclusiones, quedaron los autos conclusos para sentencia,  señalándose para votación y fallo"; cuando en el segundo otrosí de su escrito fundamental de  demanda fijaba los puntos de hecho sobre los que debería versar la prueba y por auto de once de abril de dos mil se acordó el recibimiento a prueba, respecto del que se propusieron la prueba  documental y testifical; pruebas que, a su juicio, no fueron valoradas por el Tribunal a quo, pues en  ningún fundamento jurídico de su sentencia se alude o menciona la prueba practicada en autos.




 Este motivo de casación debe ser desestimado, pues los errores que se imputan al Juzgador no  ocasionaron indefensión alguna a la parte recurrente, pues en atención a los términos -acertados o  no- que delimitó la Sala de instancia, el objeto del recurso "error judicial" y obligación de soportar el  reclamante los perjuicios derivados de la medida cautelar adoptada por resolución dictada en el  marco de un proceso penal, tales equivocaciones, y en concreto la indicada en el antecedente de  hecho cuarto de la sentencia, no inciden, por su intrascendencia, en la conculcación de los  preceptos que se aducen en este motivo.




 SEGUNDO.- El segundo motivo de casación también se sustenta al amparo del artículo 88.1.c), y descansa en la apoyatura del citado artículo 24.1 de la Constitución y 218.1 y 2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, o sea, en la falta de congruencia de la sentencia, pues según el recurrente al  interpretar el Tribunal a quo la pretensión deducida en la demanda se cimentó sobre el "error  judicial", alterando la causa petendi.




 Este motivo debe ser estimado, pues basta una mera lectura de la reclamación formulada en vía  administrativa por responsabilidad patrimonial para apreciar que ésta se dedujo por funcionamiento  anormal de la Administración de Justicia, de conformidad con lo establecido en el artículo 293.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 121 de la Constitución y 139.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre; precisándose en el punto de hecho tercero in fine de la reclamación presentada ante el  Ministerio de siete de enero de mil novecientos noventa y ocho que "tales perjuicios derivan,  además, de un anormal funcionamiento de la Administración de Justicia, salvo que se considere  normal emplear tan dilatado lapso de tiempo en juzgar unos hechos, o que se decrete tan gravísima  medida bajo unas circunstancias instructoras tales que determinaron la imposibilidad de formular  acusación por parte del Ministerio Público, al no existir la más mínima base en que sostenerla, una  vez agotada la fase de investigación".




 Del mismo modo, en el hecho tercero del escrito de demanda se dice: "En base a esta  inexplicable dilación del proceso (casi seis años) el señor Lázaro instó ante el Ministerio de  Justicia reclamación por responsabilidad patrimonial del Estado, en solicitud de resarcimiento por  los daños y perjuicios sufridos con motivo de la demora en la tramitación del proceso...", y en la  página trece de su demanda, al fundamentar jurídicamente esta pretensión se señala que "la acción  de reclamación ... está amparada por la Constitución Española, que en sus artículos 106 y 121  consagra definitivamente el principio de responsabilidad patrimonial de las Administraciones  Públicas por lesiones que sufran los ciudadanos, cuando éstas sean consecuencia del  funcionamiento de los servicios públicos"; citándose también la sentencia de esta Sala y Sección de dieciséis de febrero de mil novecientos noventa y seis.




 Por el contrario, la Sala de instancia examinó la pretensión deducida desde la perspectiva jurídica  del artículo 293.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial -"error judicial"- y sólo tangencial e  indirectamente se refirió al funcionamiento anormal de la Administración de Justicia -artículo 293.2 de la referida Ley Orgánica- sin contemplar los requisitos o presupuestos necesarios para la  viabilidad de esta acción expresamente solicitada por el demandante; si bien debemos señalar que  éste también yerra al ejercitar una acción de responsabilidad patrimonial del Estado por  funcionamiento anormal de la Administración de Justicia al invocar una serie de preceptos de la  Constitución y de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que no guardan conexión o relación alguna  con las deficientes que se imputan al Poder Judicial por la demora en la tramitación de un proceso  penal.




 Los daños causados en cualquiera de los bienes o derechos por error judicial y los que dimanen o  sean consecuencia del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia tienen un  tratamiento diferencial en el Título V de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y en este sentido nos  remitidos a las normas reguladoras de esta institución contenidas en los artículos 292 y siguientes de la citada Ley.




 TERCERO.- La estimación del aludido motivo de casación nos dispensa examinar los restantes, y  de conformidad con lo establecido en el artículo 95.2.c) de la Ley Jurisdiccional, deberemos resolver  lo que corresponda, en atención a los términos en que se planteó en la instancia el debate.




 De entrada, debemos señalar que, con posterioridad a que la Sala de instancia desestimara el  recurso contencioso-administrativo contra la desestimación presunta por silencio administrativo  contra la reclamación formulada el diecisiete de enero de mil novecientos noventa y ocho, el órgano  demandado en resolución de fecha diecisiete de junio de dos mil tres dictó una resolución expresa,  estimando parcialmente, en base a los dictámenes del Consejo de Estado de veinticuatro de  octubre de dos mil dos y del Consejo General del Poder Judicial de seis de noviembre de dos mil  uno, la reclamación formulada por responsabilidad patrimonial de la Administración de Justicia,  reconociendo una indemnización de tres mil cinco euros; produciéndose de esta forma un parcial y  posterior allanamiento de la pretensión casacional deducida en atención al estadio procesal en que  se produjo esta incompleta satisfacción procesal, toda vez que ya se habían deducido los escritos  de formalización del recurso de casación y oposición al mismo.




 Reconocidos por la Administración los presupuestos o requisitos determinantes de la viabilidad de  la acción, sólo nos resta examinar las partidas o elementos sobre los cuales el recurrente  fundamenta la cuantía de los daños y perjuicios sufridos, no reconocidos por la resolución de  diecisiete de junio de dos mil tres.




 CUARTO.- En la reclamación formulada en vía administrativa se reclama una indemnización de  217.477.641 pesetas por los siguientes conceptos:




Interés del dinero de los capitales invertidos que en su día fueran objeto de intervención (oro fino, oro  elaborado y efectivo metálico) .................................... 




 139.136.456 Ptas.




Pérdida por el envilecimiento del género intervenido, al haber quedado obsoletos todos los diseños  de 1991 ..................... 




   42.408.492 Ptas.




Pérdida por enajenación de inmuebles ... 




   35.432.693 Ptas.




Daños morales por pérdida de imagen y crédito comercial (cantidad simbólica al ser absolutamente  irreparable este concepto) ................................................ 




       500.000 Ptas.




                                 TOTAL ................... 




 217.477.641 Ptas.




 Perjuicios que el recurrente cuantifica en base al informe suscrito por don Jose Pablo, Abogado-Asesor Fiscal y funcionario excedente del Cuerpo de Gestión de la Hacienda  Pública, el cual posteriormente fue ratificado en autos, a través de la pertinente prueba testifical.




 Del referido informe, que no aparece avalado en autos por una prueba pericial, no podemos asumir  las conclusiones valorativas a las que llega el Abogado-Asesor Fiscal, pues independientemente de  que su titulación no sea la adecuada para realizar su informe, del que dice que fue asesorado, pues  el dictaminante parte de un juicio hipotético, meramente especulativo para cuantificar los perjuicios  económicos sufridos: por pérdida del beneficio empresarial, transformación y envilecimiento del  género, tipo de interés legal del dinero, según el valor de los bienes intervenidos -oro fino y oro  elaborado- y pérdidas procedentes por la enajenación de dos inmuebles.




 Por ello, ante la falta de una argumentación objetiva, convincente y razonada, en atención a las  circunstancias concurrentes derivadas del anormal funcionamiento de la Administración de Justicia,  prudencialmente fijamos por todos los conceptos reclamados, excluidas las pérdidas derivadas de  la enajenación de los inmuebles, que no guardan relación o conexión alguna con la actividad judicial  desplegada sobre la que se cimienta la pretensión del recurrente, una indemnización de 2.500.000  pesetas, incluidas las 500.000 pesetas reconocidas extrajudicialmente, cantidad que devengará los  intereses legales correspondientes desde la fecha de la reclamación, es decir, el día diecisiete de  enero de mil novecientos noventa y ocho.




 QUINTO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 139.2 de la Ley Jurisdiccional, no  procede hacer un especial pronunciamiento sobre las costas devengadas en la instancia ni en las  del presente recurso de casación.



FALLAMOS




Ha lugar al recurso de casación interpuesto por la representación procesal de D. Lázaro, contra la sentencia que dictó la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, Sección Tercera, de fecha 6 de febrero de 2001 -recaída en los autos 837/1999-, que desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la desestimación  presunta por silencio administrativo de la reclamación formulada en vía administrativa por  responsabilidad patrimonial de la Administración de Justicia, que a su vez anulamos por no ser  conforme a Derecho, y condenamos a la Administración demandada a que satisfaga a la parte  recurrente, en conceptos de daños y perjuicios, la cantidad de 2.500.000 pesetas -15.025,30  euros-, más los intereses legales de esta cantidad, desde el 17 de enero de 1998; sin costas en la  instancia ni en este recurso de casación.




Así por esta nuestra sentencia, firme, , lo pronunciamos, mandamos y firmamos .                  PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el Magistrado Ponente, Excmo.  Sr. D. Enrique Lecumberri Martí, en audiencia pública celebrada en el día de la fecha, de lo que yo  el Secretario, doy fe.


